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NUESTRAS DOCTRINAS 
Prometimos en el editorial del número 6? hacer 
en los siguientes la exposición de nuestras doctrinas, 
pero advirtiendo, que no seríamos nunca capricho-
sos ni tenaces en sostenerlas, cuando en ello no se 
interesasen principios fundamentales. Hoy empezare-
mos a cumplir nuestra palabra. La materia es, sobre 
vasta, difícil y espinosa de tratar; y sólo el silencio que 
hombres más competentes han guardado sobre ella y 
la necesidad que se siente de promover la discusión 
para aclararla, puede disculpar nuestro atrevimiento. 
Como las doctrinas políticas se basan en las mora-
les y religiosas y se ligan con las sociales, tendremos 
que tocar con todas; y bien se deja ver cuánta será 
nuestra desconfianza y cuántos nuestros temores de in-
currir en error. 
Lo político puede tener relación ya con lo constitu-
cional, y ya con lo administrativo; y como tanto lo 
uno como lo otro abraza muchos ramos, nos será pre-
ciso exponer las doctrinas que a cada uno correspon-
dan, según nuestros principios. 
Pero no basta sentar principio y deducir doctrinas, 
cuando se quiere que aquéllos y éstas se insinúen en 
las instituciones, sino que es preciso, además, discu-
rrir sobre los medios de llegar a ese fin. Necesitamos 
pues: P? Formular nustras doctrinas y clasificarlas, y 
2^ Exponer el plan de conducta que, en nuestro con-
cepto, debamos seguir los que las sostengamos, para 
lograr que la República las acepte espontáneamente 
y se rija conforme a ellas. 
Un suceso accidental ahorra gran parte del trabajo 
que presupone nuestro plan. Habiéndonos encargado 
de presidir a algunos jóvenes que estudiaban los prin-
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cipios del gobierno representativo, nos fue preciso for-
mar un memorándum que sirviera de base a las con-
ferencias, y este memorándum es el que abajo pu-
blicamos sin alteración. Esto nos ha parecido prefe-
rible, aún con riesgo de ser demasiado largos, a re-
dactar de nuevo una exposición de nuestras doctri-
nas; pues ofrece la ventaja de presentar todo el con-
junto de nuestras ideas; y al haber sido escrito con 
fines puramente escolásticos, lo pone a cubierto de 
toda sospecha que pudiera formar contra él el espíri-
tu de partido. 
Talvez se hallará nuestro escrito impropio de un 
periódico, y se nos tachará de querer alcanzar cáte-
dra. A lo primero, contestamos, que cada uno emplea 
para sus fines los medios legítimos de que puede dis-
poner, y que nosotros usamos del que tenemos —las 
columnas de este periódico. Si con esto desacreditáre-
mos nuestra empresa el mal será para nosotros. En 
cuanto a lo segundo, preguntaremos ¿qué cosa es po-
ner cátedra? Si esto significa exponer uno sus ideas con 
la aspiración de que sean escuchadas, aceptadas y segui-
das, es un uso corriente de la libertad democrática. 
Mas, si con ello se quisiere decir, para calificarnos de 
presuntuosos, que pretendemos dogmatizar, se aseve-
raría una cosa muy distante de la verdad. Bien con-
vencidos estamos de que no podremos decir nada 
nuevo: en esta materia nada hay nuevo bajo el sol. 
Puede ser que tampoco alcancemos a salir en nuestro 
escrito de lugares comunes, porque hoy las verdades 
morales y políticas están ya reducidas a axiomas vul-
gares, y es precisamente el deseo de decir algo que pa-
rezca nuevo, lo que hace desbarrar aún a hombres de 
talento. Lo censurable no es alzar cátedra, sino alzarla 
mala; y nosotros no sentaremos, por lo menos con vo-
luntad, ninguna proposición contraria a la moral. 
Si nuestro escrito no surte ningún efecto, ni vale 
talvez la pena de ser leído, el público nada perderá: 
algunos nos tacharán de presuntuosos, pero otros ha-
rán justicia a nuestras buenas intenciones, y nos-
otros, en todo caso, quedaremos satisfechos de haber 
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cumplido lo que es en uestra opinión un deber; coo-
perar a la propagación de ideas que juzguemos ver-
daderas, por más vulgares que sean. 
Se refiere que un incendio de muchos días devoró 
los bosques seculares de una isla semi-salvaje y dejó 
su suelo cubierto de carbón y cenizas. AUí, sobre esa 
naturaleza muerta, plantó el labrador algunos sar-
mientos de la vid común, y el suelo agradecido corres-
pondió a su diligencia con la uva famosa de Madera. 
Nuestra patria es esa isla, y el fuego, la revolución 
en que ha ardido por sesenta años. El terreno está 
rozado y quemado, y es tiempo de plantar en él los 
sarmientos. ¿No será posible que estos sarmientos sean 
las doctrinas comunes y vulgares que vamos nosotros 
a exponer, y que, en el suelo feraz de Colombia, pro-
duzcan frutos nuevos de paz, civilización y libertad 
verdadera? 
I 
DERECHO NATURAL — GOBIERNO 
1. La voluntad de Dios, creador, ordenador y con-
servador del Universo, es la ley suprema que rige to-
das las cosas. 
2. Dios, fuera de la revelación directa, se ha ser-
vido manifestarnos su voluntad en el orden moral, 
por medio de la razón y de la conciencia. Esta mani-
festación constituye la ley natural del hombre. 
3. La ley del hombre, compuesto de espíritu y ma-
teria y a un tiempo animal y ser racional, es comple-
ja, y no tiene como las leyes físicas, siempre y en to-
do caso, cumplimiento necesario; pero, como la de 
todos los seres creados, la ley del hombre se conoce 
por los hechos y se estudia en su historia. 
4. El derecho natural reposa sobre ciertas leyes fun-
damentales: 
1? LA DE RELIGIOSIDAD, en virtud de la cual 
todos los espíritus racionales tienden, como a su cen-
tro, hacia la razón por excelencia que es Dios. Por 
esto, no se ha hallado sobre la tierra pueblo ninguno 
sin religión. 
2? LA DE SOCIABILIDAD, que es análoga a la an-
terior: por ella, todos los espíritus creados tienden 
unos hacia otros. No se ha hallado nunca al hombre 
aislado sobre el globo, sino siempre en sociedad con 
sus semejantes. Esta ley obra con más energía entre 
individuos moralmente cercanos o relacionados: el 
amor a la familia, al lugar, a la patria, etc., son mani-
festaciones suyas. 
3? LA DE PERFECTIBILDAD, que es efecto de la 
tendencia hacia Dios, perfección suma. El hombre y 
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la Sociedad aspiran siempre a mejorar; si decaen, no 
es por voluntad que de ello tengan. 
4.̂  LA DE RACIONALID.AD, que permite al hom-
bre formar juicio y discernir entre el bien y el mal. 
5'> LA DE LIBERTAD, en cuya virtud puede el 
hombre escoger entre los diversos caminos que con-
duzcan a su perfeccionamiento. Extensión de la li-
bertad es el albedrío, facultad funesta pero necesaria, 
de escoger entre el bien y el mal. El albedrío prueba, 
por una parte, la imperfección del hombre, y por 
otra, su falibilidad moral. 
6^ LA DE GOBERNABILIDAD, fuerza inexplica-
ble y misteriosa, que impele a la criatura racional 
a someterse a todo espíritu superior al suyo: ella sal-
va a la sociedad de la completa disolución a que pu-
dieran conducirla el error y la anarquía; porque ella 
existe, no se ha encontrado al hombre en ninguna 
parte sin gobierno, como no se le ha encontrado sin 
religión. La gobemabilidad, la religiosidad y la so-
ciabilidad, no son sino distintas manifestaciones de 
una misma ley. 
7^ LA DE RESPONSABILIDAD, por la cual senti-
mos bien o malestar interior, según que obramos de 
acuerdo con la ley natural o contra ella: se llama tam-
bién conciencia. Las apreciaciones que hace la con-
ciencia nos dan a conocer la ley natural en sus de-
talles. 
5. El hombre, ora considerado individuo, ora espe-
cie, se halla sometido, además, como todos los anima-
les, a la ley de la propia conservación; pero, esta ley, 
en lo puramente animal, se subordina en el hombre, 
a la que exige su conservación como ser religioso, so-
ciable, inteligente, libre, perfectible, gobernable y res-
ponsable. Por esto, en todo tiempo, se ha considerado 
glorioso sufrir y morir por la fe, por la patria, por los 
padres y por la familia; y se ha aplaudido el sacrificio 
del hombre por su benefactor, o por el que sea más 
capaz que él de hacer el bien a sus semejantes. 
6. La razón halla que toda la ley natural se deduce 
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rectamente de este principio revelado (1); "No hagas 
a otro que lo no quieras para tí mismo, y procede con 
los demás hombres como quieras que ellos procedie-
ran contigo". 
7. La ley natural en sus detalles, no ha sido enten-
dida igualmente en los diversos tiempos y países; que 
el hombre, libre pero imperfecto y por supuesto fali-
ble, no ha podido discernir siempre bien a cual de las 
leyes fundamentales debe atender, de preferencia, en 
sus deducciones, y ha sido víctima del error; pero en 
el fondo la ha obedecido siempre, y sus errores mis-
mos prueban la existencia de la ley. A medida que 
el hombre se perfecciona, la comprende mejor. 
8. El cristianismo, revelando a Dios hasta donde el 
hombre era capaz de comprenderle, y ensanchando 
sus ideas de perfección, ha aumentado la fuerza de su 
inteligencia, avivado su conciencia y héchole cono-
cer y practicar mejor las leyes de libertad y sociabi-
lidad, y, por supuesto, la de responsabilidad. El hom-
bre intelectual y moral cambió esencialmente con el 
cristianismo, y, por esto, hoy es difícil discernir que 
parte de la ley natural habríamos conocido por sólo 
la razón, y cuál debemos exclusivamente a la doctri-
na evangélica. 
9. El cristianismo ha extendido la Sociabilidad, ha-
ciéndonos amar a la humanidad entera con su precep-
to de caridad universal; pero el amor a la humanidad, 
no excluye el que debemos a la familia, el lugar y a 
la patria. Por el contrario, el deber de amar a la hu-
manidad, implica el de servirla en la parte de ella 
que está a nuestro alcance. A medida que el hombre 
se perfecciona, puede servir a una porción mayor de 
la humanidad. Por esto Jesucristo, ser perfecto, pu-
do servir a la humanidad en todas sus generaciones. 
10. Todo hombre tiene el deber de obedecer la ley 
natural, y de procurar que sea obedecida por los de-
más. 
11. Sentado que los hombres no han existido jamás 
(1) Lib. de Tobías, Cap. TV, vers. 16. 
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fuera de la sociedad, ni sin gobierno (pues semejan-
te estado sería contrario a su naturaleza) se sigue que 
él, con sus derechos y deberes individuales, en socie-
dad y con gobierno, apareció sobre el globo con los 
primeros individuos de su especie destinados a po-
blarlo. 
12. La raza, la lengua, la religión, la topografía del 
país y otras muchas circunstancias de hecho, deter-
minan qué porciones de la humanidad se han de cons-
tituir con independencia de las otras, o formar na-
ciones. 
13. Las naciones tienen, así como los individuos, 
la obligación de obedecer la ley natural. Para hacerla 
cumplir es el gobierno, que sería inútil, y aún perju-
dicial, si no tuviera ese objeto. De aquí la obliga-
ción de obedecer al gobierno establecido; de aquí el 
deber de la sociedad de consttuír un gobierno cuan-
do le llegue a faltar; y de aquí en fin, para el gobier-
no, no sólo el derecho, sino el deber de establecer las 
penas necesarias para obligar a los hombres a vivir en 
justicia y de emplear, con este fin, las fuerzas de la 
sociedad. 
14. La ley natural es, pues, el fundamento de toda 
ley positiva, la constitución de las constituciones: ba-
jo ella la humanidad forma un solo pueblo, cuyo so-
berano es Dios. 
15. La facultad que tiene cada nación de dar a su 
gobierno la forma que más apropiada le parezca pa-
ra lograr que impere la ley natural, tanto en su ré-
gimen interior como en sus relaciones con los demás 
pueblos, constituye su personalidad, o lo que impro-
piamente se ha llamado soberanía; y decimos impro-
piamente, porque en el sentido absoluto no hay sobre 
la tierra poder soberano: la soberanía no cabe en el 
hombre, ser débil y falible. La soberanía así enten-
dida, reside en la nación; es decir, en la sociedad con 
su gobierno, en esa personalidad que se llama na-
dón, y no en ninguna clase ni individuo de ella. 
16. Teniendo los gobiernos por objeto hacer que 
los hombres vivan en justicia y adelanten hacia la 
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perfección, la sociedad no debe cambiar de gobierno, 
ni modificarlo sino cuando éste contraríe o dificulte 
el régimen de la justicia, o entrabe el perfecciona-
miento; la reforma no debe extenderse a más de lo 
que sea necesario para dichos fines. 
17. Las máximas o doctrinas, que tienen por obje-
to estimular al hombre a practicar la ley natural, es 
lo que llamamos moral. 
18. Siempre, y dondequiera, la moral ha hecho par-
te de la religión. Jamás ha regido a pueblo alguno un 
sistema moral, que no se haya fundado en una creen-
cia revelada, o tenida por tal; porque el hombre, an-
tes (jue todo, es un ser religioso, y la religiosidad, co-
mo hemos visto, es la ley de que emanan las de so-
ciabilidad, gobernabilidad, perfectibilidad y respon-
sabilidad. 
19. La ley natural y las creencias religiosas son, pues, 
el fundamento del orden social y político; porque los 
principios y doctrinas de la moral religiosa son la re-
gla de la conducta y de las opiniones de los hombres. 
Es, por tanto, garantía inestimable de concordia entre 
los ciudadanos, de acuerdo en sus opiniones y de uni-
formidad en la legislación que las creencias religio-
sas de toda la nadón sean unas mismas. Pero, como 
el objeto del gobierno es la justicia, cuando las creen-
cias religiosas sean contrarias a ésta, es deber suyo y 
de todos los individuos de la sociedad que alcancen a 
comprender el mal, propender a que se remedie, fo-
mentando al propagación de creencias religiosas más 
puras. 
20. Al gobiemo no le toca imponer creencias; cjue 
no hay poder físico que pueda obligar a los hombres 
a cambiar de convicción. En esta materia, debe obrar 
por medios indirectos: nunca ha de causar con sus 
jirovidencias mayor mal, que el que pretenda corregir 
o evitar con ellas. Cuando la diversidad de creencias 
existe en el país, o se produce espontáneamente, es 
preciso tolerarla como un mal que no se puede re-
mediar; pero promoverla cuando hay una sola reli-
gión, que enseña una moral pura, es el mayor de los 
errores políticos. 
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PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 
21. Ningún legislador puede dictar instituciones de 
conformidad con sólo principios teóricos: toda cons-
titución se ha de acomodar a las condiciones del pue-
blo para que se da, y es necesariamente modificación 
de una constitución anterior. 
22. Ninguna forma de gobierno es buena ni mala 
sino relativamente; todas ellas son combinaciones de 
cinco principios o elementos; teocrático, democráti-
co, aristocrático, monárquico y oligárquico. Cada ele-
mento es expresión de una necesidad sodal, y ningu-
no debe rechazarse absolutamente de las institucio-
nes: todos deben entrar en ellas en dosis, mayores o 
menores según las circunstancias. 
23. El gobierno no es de la mayoría ni de la mino-
ría: es para el bien de todos, y corresponde a la vir-
tud y a la inteligencia. Ni la inteligencia ni la virtud 
son patrimonio de ninguna familia, ni bienes trans-
misibles: no hay pues, por derecho natural, distin-
ciones hereditarias, ni otras que las que provengan 
del mérito personal. 
24. Constituir bien un pueblo es resolver este pro-
blema: dado el pueblo y sus circunstancias, hallar la 
combinación de sus elementos constitucionales que 
mejor se preste a hacer que rijan en él la virtud y la 
inteligencia con el apoyo de la mayoría. 
25. Como no es posible nunca determinar a priori 
dónde se hallarán en cada caso dado la virtud y la in-
teligencia, la buena constitución deja campo franco 
para que éstas se muestren dondequiera que estén, e 
influyan sin obstáculo en el sentido de la justicia y de 
la conveniencia pública. 
26. La organización política no tendrá unidad ni 
base sólida y firme, como hemos dicho, sino donde sea 
una sola la creencia religiosa y uniforme por lo mis-
mo, la doctrina y criterío moral, y esta uniformidad 
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no existe sino allí donde es completamente indepen-
diente del poder político la autoridad que decide en 
puntos de dogma, moral y buenas costumbres. Esta 
independencia es una de las primeras garantías de la 
libertad de la nación y del respeto a los derechos in-
dividuales. 
27. De todas las religiones, la cristiana católica, a 
más de ser la que enseña moral más pura, es también 
aquella cuya constitución externa asegura mejor la in-
dependencia de los poderes religioso y político. La 
supremacía política del Pontífice en un pequeño Es-
tado, le constituye independiente de todos los pode-
res de la tierra, sin hacerle temible a nmguno; pero 
como en él la calidad de Rey es muy subalterna, y su 
dignidad principal es la de Pontífice a quien acatan 
todos los pueblos católicos, es seguro que por los inte-
reses de política interior (caso que esto fuera posi-
ble) no decidirá nunca en punto de dogma, moral y 
buenas costumbres en contra de los intereses de la 
humanidad: así Roma protege la libertad del mundo; 
pero a su vez el mundo protege la libertad de Roma. 
28. Si la moral tuviera imperio absoluto sobre to-
dos los hombres, el gobierno sería innecesario: el go-
bierno es una consecuencia del desorden moral, y es-
tá llamado a contenerlo o remediarlo. El gobierno 
tiene que ser tanto más fuerte cuanto más desmorali-
zado se halle el pueblo que debe regir. 
29. Si pudiera encargarse el gobierno a hombres 
completamente virtuosos e inteligentes, toda fórmu-
la protectora del derecho y *oda combinación de in-
tereses en la constitución para producir el equilibrio 
social y el político entre los diversos ramos del poder, 
serían inútiles: el gobierno tiene que ser tanto más 
complicado cuanto mayor desacuerdo haya en la so-
ciedad en ideas y principios morales: cuanto más ha-
ya perdido en moralidad y cuanto más variados sean 
los intereses entre los pueblos y entre los individuos. 
30. Cuando todos los ciudadanos, capaces de cono-
cer la justicia, de amar la virtud y de apredar los in-
tereses generales, puedan tomar legalmente de un 
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modo directo o indirecto parte en el gobierno y di-
rección de la sociedad, hay mayores probabilidades 
de que la rija la justicia y de que se acierte en ella 
con la conveniencia pública. • 
31. Los derechos individuales no se aseguran con 
sólo reconocerlos en la constitución escrita y ordenar 
en ella que se respeten, es preciso: 1"? que el sentimien-
to de amor a la justicia sea general en el pueblo para 
que la sanción pública sirva de freno a las autorida-
des, y 2'' que de la combinación que se haga de los di-
ferentes elementos e intereses de la sociedad, resulte, 
como consecuencia, la necesidad de respetarlos. Este 
es el fin con que se busca el equilibrio político de los 
poderes, del cual nacen la paz y el progreso en la paz. 
32. Una buena constitución no establece el absolu-
tismo de la mayoría; antes reconoce y otorga a la rñi-
noría el derecho de inspeccionarla y censurarla; hace 
que su voz se oiga y atienda en lo posible y la orga-
niza oficialmente, encerrando su acción dentro de lí-
mites justos, para que no degenere en rebelde y cons-
piradora. 
33. Todos los actos del gobierno se pueden ordenar 
en cuatro clases: elección de gobernantes, expedición 
de leyes, ejecución de las mismas y aplicación de ellas 
a casos particulares, y censura oficial de los fundona-
rios para impedir que extralimiten sus facultades. 
I I I 
PODER ELECTORAL 
34. El poder electoral es la fuente de los demás po-
deres. Todos estamos obligados por derecho natural, 
con deber imperfecto, a concurrir en la forma y por 
los medios que estén a nuestro alcance, a la elección 
de los funcionarios públicos, a fin de que recaiga en 
hombres aptos y virtuosos. 
35. El legislador debe determinar, por reglas gene-
rales, las cualidades y aptitudes que deben constituir 
a un ciudadano elector. 
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36. No es justo que sean electores sino aquellos que 
son capaces de juzgar de la honradez y pericia de los 
candidatos para el desempeño de los diversos empleos 
públicos para que sean propuestos. 
37. Calificar a los ciudadanos, y declarar en quié-
nes concurren las cualidades que la ley exige para ser 
elector, es función propia del Poder Judicial. 
38. Honradez, buen sentido y subsistencia indepen-
diente bastan, aunque sea poca la instrucción, para 
que un hombre conozca y sepa apreciar sus derechos 
puramente personales y para que sea capaz de amar, 
en general, el bien de la patria, su independencia y 
gloria, y por supuesto, para elegir con acierto quie-
nes sepan defender esos derechos y bienes: serán pues 
pocas las condiciones que el legislador deba exigir 
en los electores de aquellos funcionarios llamados a 
promover el progreso de la sociedad, impulsarla y de-
fender la libertad. 
39. Pero, para juzgar de las cuestiones de estado, de 
la buena o mala influencia de las leyes sobre la rique-
za pública, de la conveniencia o inconveniencia de es-
te o de aquel sistema de política exterior, y de la 
oportunidad y manera de llevar a término reformas 
que afecten a la sociedad en sus fundamentos, se ne-
cesitan más ciencia, más prudencia, más vínculos de 
unión con la patria por la familia, la propiedad y la 
reputación personal, y en fin, más conocimiento del 
corazón humano, adquirido jDor la experiencia de los 
años. Para constituir a un ciudadano elector de los 
funcionarios que representen el elemento organizador 
y conservador, deben exigirse mayores condiciones de 
dencia, inteligencia, virtud y amor al orden. 
40. Pues hay en la sociedad dos elementos que, aun-
que diversos, deben concurrir, no obstante, a dar vi-
da y existencia a la nación, ellos deben estar repre-
sentados en el gobierno: debe haber, pues, cn la re-
pública dos clases de electores o arbitrarse por otros 
medios que los dos elementos concurran al movimien-
to político. 
41. La calidad de elector constituye el estado poli-
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tico del ciudadano, como las de padre, hijo, esposo, 
etc., constituyen su estado civil. Discernida por la au-
toridad judicial, el buen sentido basta para compren-
der que se debe hacer constar en un registro público 
y dar al interesado un título con que la compruebe. 
42. Nadie debe tener facultad de destituir ni sus-
pender a un elector, sino el Poder Judicial, por reso-
lución dictada en los casos y forma previstos por la 
ley. 
43. Las épocas eleccionarias son de agitación y cri-
sis: conviene que pasen con rapidez y que no se repi-
tan con demasiada frecuencia. Las constantes agita-
ciones del foro, tan propias de las repúblicas gentiles 
en que el estado era todo y el individuo nada, no pue-
den convenir a repúblicas cristianas en que se aspira 
a la libertad civil y se considera la libertad política 
sólo como un medio y jamás como un fin. 
44. Conviene que las votaciones se verifiquen, úni-
camente en aquellos centros de población en que por 
su grado de cultura, ilustración y número de morado-
res, sea probable que ejerza su influencia la sanción 
moral y que la mutua supervigilancia de los partidos 
prevenga y evite la falsificación y el fraude. Donde-
quiera que esto no se observa, dan las votaciones un 
resultado absurdo; a saber, que el interés por la cosa 
pi'iblíca y el empeño de cumplir con el deber de su-
fragar, están en razón inversa del grado de ilustra-
ción. 
45. Las votaciones y escrutinios deben verificarse ba-
jo la inspección de ciudadanos respetables, designa-
dos de antemano y sacados de la mayoría y de la mi-
noría, y, además, bajo la inmediata dirección de un 
juez a quien toque declarar la elección de conformi-
dad con la ley, quedando personalmente responsable 
de su fallo. 
46. Es función por su naturaleza más propia del Po-
der Judicial que de otro alguno, comunicar la elec-
ción a los nombrados y darles posesión de sus des-
tinos. 
LA REPÚBLICA EN LA .\MÉRICA ESPAÑOLA 259 
IV 
PODER LEGISLATIVO 
47. Es garantía de acierto en las disposiciones lega-
les, de respeto al derecho de todos, y de madurez en 
las deliberaciones, que el poder legislativo esté a car-
go de asambleas numerosas, compuestas de ciudada-
nos selectos de toda la nación, para que haya en ellas 
bastante suma de virtud, de inteligencia y de conoci-
mientos prácticos del país. 
48. La representación de los intereses y opiniones 
de los electores es imposible. El nombre de represen-
tativo, no le conviene al gobierno así llamado por-
que estén representados en sus asambleas los intere-
ses y opiniones de todos, sino porque se hallan repre-
sentados en ellas los grandes elementos sociales. 
49. Es garantía de acierto y de respeto al derecho de 
todos, que las dos asambleas legislativas procedan de 
diferente origen y representen bien esos dos elemen-
tos en que se pueden concretar todos los intereses y 
tendencias que se abrigan en el seno de la sociedad, el 
progresista, y el organizador y conservador. 
50. Es garantía de acierto que las leyes no se expi-
dan en cada asamblea sino después de muchos deba-
tes en diferentes días, para evitar los ímpetus de las 
pasiones y el predominio de la elocuencia, que habla 
frecuentemente más al corazón que al entendimiento. 
51. Según el carácter más o menos fogoso de la na-
ción, la viveza de sus facultades imaginativas, y falta, 
mayor o menor, de intereses bien desarrollados en la 
sociedad, debe darse a las asambleas legislativas y es-
pecialmente a la que representa el elemento conser-
vador, una organización más o menos apropiada para 
moderar o neutralizar los arranques de las pasiones e 
impedir que éstas se inflamen en el debate con per-
juicio de la justicia; y deben, por lo mismo, exigirse 
en los respectivos electores más o menos condiciones 
de edad, virtud, ciencia y riqueza. 
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52. Mientras más numeroso sea el personal de asam-
blea que represente el elemento progresista, más efi-
caz y provechosa será la influencia del principio de-
mocrático. 
53. Una asamblea legislativa poco numerosa corre 
riesgo de ser venal, de convertirse en club conspira-
dor, de ser extraviada por intrigas individuales, y en 
fin, de que sus actos sean desnaturalizados por jjeque-
ñas confabulaciones de sus propios miembros que den 
o quiten la mayoría votando con unos o con otros 
según los dictados de su conveniencia. 
54. Las condiciones que naturalmente se requieren 
para ser miembro de la asamblea conservadora o Se-
nado, permiten reducir su personal; sin embargo, tan-
to en los procedimientos para su elección como en su 
organización, se debe propender a evitar que las pa-
siones del momento arrastren a los electores o extra-
víen los juicios de los Senadores. 
55. Como la grande y positiva misión del Senado 
es moderar el impulso del elemento progresista, no 
hay necesidad de que su personal se renueve frecuen-
temente; antes conviene que se conserven en él las 
ideas y tendencias políticas de épocas anteriores. 
56. El clero es uno de los elementos conservadores 
más poderosos de los países católicos, y al propio tiem-
po, por la naturaleza de su institución, es el protec-
tor de la clase desvalida y el defensor de los dere-
chos individuales: el hacer a los obispos en una Repú-
blica católica miembros del Senado, además de au-
mentar la respetabilidad de éste, sería una preciosa 
garantía de orden y de libertad. 
57. Uno de los medios de evitar que las pasiones 
arrastrasen al Senado y de que éste viera y estudiara 
las cuestiones por todas sus faces, sería hacerle un 
cuerpo mudo que votara en favor o en contra de las 
leyes que se le presentaran, después de oír a los repre-
sentantes de la mayoría y de la minoría y a los mi-
nistros del Poder Ejecutivo. Esta aplicación de la cé-
lebre invención de Sieyes ofrecería la ventaja de 
que nunca los Senadores emitieran de ligero una opi-
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nión que los comprometiese a votar contra la que 
formaran después de oída la discusión. 
58. La facultad que ordinariamente se concede a 
las asambleas legislativas de calificar a sus propíos 
miembros, equivale a otorgar a su mayoría el derecho 
de expulsar a la minoría cuando ésta le estorbe. El 
escrutinio y calificación de toda elección, es función 
más propia por su naturaleza del Poder Judicial que 
de ningún otro. Además a diferencia de las asambleas 
legislativas, los jueces obran siempre sometidos a res-
ponsabilidad legal, y para hacerla efectiva en nues-
tro caso, se les podría obligar a proceder bajo la ins-
pección y supervigilancia de ciudadanos que repre-
sentasen a la mayoría y a la minoría. 
59. Las asambleas legislativas no deben decidir en 
cuestiones electorales, ni tomar parte en elecciones, 
a fin de que los ciudadanos, al elegir miembros de las 
cámaras, busquen legisladores y no electores. 
60. El personal de ninguna cámara debe ser elegido 
de manera que la minoría quede sin representación 
en ella. 
61. Se conserva mejor la unidad de plan en las le-
yes, cuando se aprueban o imprueban los proyectos en 
su totalidad; lo cual puede hacerse sin impedir por 
esto, que se discutan sus detalles. 
62. Los electores y la nación entera deben estar 
al corriente de las opiniones y votos de sus diputa-
dos, para retirarles o no su confianza, haciendo efec-
tiva sobre ellos la responsabilidad moral, única a que 
pueden estar sometidos: la barra de las cámaras ha de 
ser accesible a cuantos prudentemente se suponga que 
tienen bastante amor patrio, inteligencia y virtud pa-
ra tomar justo interés en las deliberaciones; además 
de esto, la publicación de un diario de debates es una 
necesidad del gobierno representativo, para que toda 
la nación juzgue con conocimiento de causa de la 
conducta de sus diputados; pero del franco acceso de 
la multitud hasta las barras legislativas, nace el peli-
gro de que se ejerza coacción física v moral sobre los 
legisladores; de que éstos se extravíen del buen ca-
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mino por obtener, como personajes de teatro, los 
bravos y aplausos de las turbas, y de que las muche-
dumbres de la ciudad capital impongan de este mo-
do la ley a la nación entera. 
PODER JUDICIAL 
63. Como la efectividad de la justicia es el fin de 
los gobiernos, el Poder Judicial es el más importante 
de todos. La naturaleza de sus funciones exige que se 
organice de manera que los jueces sean, en lo posi-
ble, imparciales, independientes, conocedores teóricos 
y prácticos del derecho y responsables por medios fá-
ciles, prontos y poco costosos. 
64. Para asegurar la imparcialidad, los jueces de-
ben estar colocados en posición superior a la de las 
partes que litigan ante ellos: el juicio de los jDares no 
es el que da bajo este aspecto más garantías. 
65. Para el mismo fin, los jueces deben estar fuera 
de la esfera de acción de los intereses sobre que van a 
resolver: la justicia más cercana, no es siempre la 
más imparcial. 
66. No hay independencia en el juez, cuya continua-
ción en la judicatura depende de una reelección: pro-
bable es que complazca con sus fallos al poder que 
tiene la facultad de reelegirle o de reemplazarle con 
otro. 
67. No es independiente el juez cuya renta no le es-
tá asegurada, o no le basta para subsistir con la de-
cencia que corresponde a su posición, o cuyo pago de-
pende de una autoridad cualquiera. 
68. No es independiente el juez cuyo destino puede 
ser de un momento a otro suprimido por la ley o por 
otro poder, no importa cual, que le prive, en conse-
cuencia, de la renta de que subsiste. 
69. No da garantías de acierto en sus juicios el juez 
que no ha hecho el aprendizaje de su oficio, o que ha 
vivido consagrado a profesiones que exigen cualida-
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des inapropiadas al desempeño de las funciones ju-
rídicas. 
70. No es probable que tenga constante interés de 
ser justo y activo en su despacho, el juez que no ve 
a todas horas pendiente sobre sí la espada de la res-
ponsabilidad; el que no teme la destitución por la 
más leve falta, ni el que puede contar con ser absuel-
to, desde que logre apoyarse en la letra de la ley, con 
desprecio de su espíritu. 
71. La judicatura debe ser una carrera profesional, 
y los jueces disfrutar de una renta proporcionada a 
su trabajo, que les baste para subsistir y no dependa 
del tesoro; y además, un sueldo del tesoro, que ga-
rantice las indemnizaciones a que sean condenados. 
72. Los jueces no deben dejar de serlo, sino por 
muerte, renuncia, promoción, sentencia judicial, in-
habilidad física o enajenación mental; en los dos úl-
timos casos deberían gozar siempre de jubilación. 
73. Conviene que los jueces sean nombrados por 
una autoridad diferente de la llamada a juzgarlos. 
74. La responsabilidad de los jueces debe ser decla-
rada por los jueces superiores; pero es contrario a to-
do principio, que decida sobre la materia ninguna 
autoridad ni corporación de origen inmediatamente 
democrático. Es lo más conveniente, que el último 
recurso en juicios de responsabilidad, se surta ante un 
consejo o areópago de ciudadanos probos que resuel-
va, no precisamente con la letra de la ley, sino en con-
dencia, con vista de las leyes, y con pleno conoci-
miento de los hechos. 
75. El juicio de los pares o jurados, institución de 
países aristocráticos, no tiene razón de ser en pue-
blos republicanos que no la hayan heredado y la prac-
tiquen por costumbre. 
76. Donde la división en partidos es una necesidad 
consiguiente a las instituciones, y el apasionamiento 
de los partídos cosa inherente al carácter nacional; 
donde por la variedad de razas y rivalidades lugare-
ñas, hay riesgo de que surjan antagonismos peligro-
sos; donde por ser escasa la población, todos se co-
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nocen unos a otros, y donde, en fin, por no hallarse 
bien extendida la ilustración, predominan en cada 
pueblo unos poquísimos individuos notoriamente más 
ilustrados que el común de los ciudadanos, no dan 
los jurados garantías de independencia, de imparcia-
lidad, ni de acierto. 
77. Jurados que no examinan por sí mismos al reo 
y a los testigos y las demás pruebas del delito, no pue-
den jamás formar juicio en conciencia, y sus fallos no 
pueden ser otra cosa que la confirmación de lo que 
hayan querido los autores del sumario. 
78. Cuando las circunstancias hagan necesaria la 
institución del jurado, es indispensable que se exija 
la unanimidad de votos en fallo: la unanimidad, es 
la verdadera garantía de esta especie de juicios; por-
que entre los hombres, las pasiones y el error están 
frecuentemente en mayoría, y la justicia y la verdad 
en minoría, y las últimas triunfan de las primeras 
por la resignación y el sufrimiento. El fallo de los 
jurados por mayoría, da probablemente la absolución 
del criminal y con frecuencia la condenación del ino-
cente. 
79. Para administrar justicia en negocio de valor 
inferior a los gastos y molestias de un juicio ante los 
jueces ordinarios, conviene autorizar a todos los ciu-
dadanos de cierto grado de ilustración, riqueza y vir-
tud, para que oigan y fallen dondequiera. 
80. Como la Constitución es la ley de las leyes, sus 
disposiciones deben ser atendidas y aplicadas por los 
jueces y tribunales con preferencia a todas las leyes. 
81. El Ministerio Público no hace parte del Poder 
Judicial; pero es la rueda del Poder Ejecutivo desti-
nada a endentar con él, a fin de cooperar al equili-
brio de los poderes, a asegurar los derechos de la co-
munidad y a regularizar el movimiento de la máqui-
na política. 
82. La crueldad de las penas es casi siempre indi-
cio de la barbarie de los pueblos; pero no se sigue de 
allí, que éstos se civilicen con sólo rebajar las penas. 
La gravedad de las penas debe ser proporcionada al 
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estado de la civilización de los pueblos: sólo pueden 
moderarse provechosamente, cuando la fuerza del sen-
timiento religioso, de los intereses materiales y de las 
ideas de honor y de dignidad han reemplazado, en 
parte, el objeto de la pena. Mas la desproporcionada 
severidad de las penas favorece la impunidad. 
83. El delito político no quita nunca su carácter al 
delito común, ni debe servir para disculparlo ni para 
atenuarlo. 
84. Los tribunales no deben dar por existente la 
guerra civil en el país, llegado el caso de decidirlo en 
asuntos contenciosos, sino hay duda legal y fundada 
de la legitimidad del gobierno, y si no consta, ade-
más, que toda la nación no le ha obedecido como legí-
timo: sin estas circunstancias, cualquiera guerra con-
tra el gobierno constituido, debe considerarse rebe-
lión. 
85. En países en que las rebeliones son frecuentes, 
conviene aceptar como principio, que los rebeldes no 




86. La elección periódica del jefe de la nación, 
ofrece la preciosa ventaja, inasequible en las mo-
narquías, de conferir el poder, no sólo al más digno, 
sino también al más apropiado por sus cualidades a 
las circunstancias del país en cada época. 
87. El gobierno monárquico hereditario ofrece la 
ventaja, inasequible en los gobiernos republicanos, de 
ligar el interés privado de una familia, su porvenir 
y gloria, con el interés de la nación su porvenir y su 
gloria; y el afecto más fuerte del corazón, el amor pa-
terno, con el amor de la patria. 
88. La monarquía se apoya en la veneración casi 
^12 
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religiosa, que los pueblos profesan a la familia real y 
en el respeto que el tiempo les ha infundido por las 
familias de la nobleza que rodean el trono; y tiene 
por garantía los vínculos de familia contraídos entre 
las dinastías de las diversas naciones. La monarquía 
no puede establecerse donde falten familia real, aris-
tocracia y tradiciones y hábitos monárquicos. 
89. El gobierno vitalicio, o de período demasiado 
largo, tiene el inconveniente de estimular, por una 
parte, la ambición de los aspirantes al poder, y de 
privarles, por otra, durante largo tiempo de satisfa-
cerla: por tanto, los ambiciosos se convierten fácil-
mente en rebeldes. 
90. Durante un período demasiado largo, conser-
va difícilmente el gobernante el prestigio con que 
subió al poder; lo pierde tanto más a prisa, cuanto 
menores y más variados sean los intereses permanen-
tes que haya en la sociedad, y cuanto más viva sea 
la imaginación y más ardiente las pasiones del pue-
blo gobernado. 
91. Durante un período corto, se conserva mejor la 
popularidad del gobernante, y no teniendo él tiem-
po para desarrollar un plan de política esjaecial, ni 
proyectos ambiciosos, es más dócil al querer de la opi-
nión pública. 
92. Con períodos cortos es más probable, pues, que 
haya en las repúblicas gobierno verdaderamente re-
presentativo; esto es, que gobiernen ministros del par-
tido en mayoría, y que el presidente desempeñe sólo 
las funciones del poder neutro, que en las monarquías 
corresponde al Rey. 
93. Cuando la elección del primer magistrado se 
hace votando los electores por un solo individuo, los 
esfuerzos de la ambición se redoblan, y las luchas elec-
cionarias se personalizan y apasionan: es preferible 
el sistema de votar por muchos, y declarar jefe de la 
nación al más favorecido por el sufragio. 
94. Elegir de una vez tres, cuatro o más ciudada-
nos de los más distinguidos del país por su prestigio, 
virtudes, talentos y servicios, para que se sucedan a 
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periodos cortos en el desempeño de la primera ma-
gistratura y pasen luego a ser miembros permanentes 
del Senado, es una de las combinaciones que mejor se 
prestan para mantener vivo el prestigio del jefe de la 
nación, y para que éste desempeñe el poder neutro 
tan necesario en la forma representativa. 
95. La elección de jefe de ía república debe corres-
ponder a los mismos ciudadanos que elijan el Sena-
do, como que son eUos los que poseen o deben po-
seer, las dotes y aptitudes necesarias para juzgar con 
acierto de los grandes negocios de estado y de los 
hombres capaces de manejarlos. 
96. Ningún hombre posee talentos absolutamente 
generales, ni alcanza por sí solo a despachar todos los 
complicados asuntos de un gobierno: el jefe de la na-
ción necesita de auxiliares o ministros que le acon-
sejen en cada ramo de la administración, y éstos de-
ben ser de su libre nombramiento y remoción, pa-
ra que haya unidad en el gobierno. 
97. Los ciudadanos que admiten un ministerio se 
declaran, por el mismo hecho, capaces de desempe-
ñarlo: jjor tanto deben ser responsables por los con-
sejos que den, por las faltas que cometan en el go-
bierno, y por las omisiones en que incurran. 
98. La responsabilidad de los ministros es de dos 
géneros: la violación de las leyes los constituye crimi-
nales y merecedores de pena; pero los errores de en-
tendimiento, los hace simplemente responsables ante 
la opinión. La destitudón que, en tal caso, se les im-
pone, no es pena, ni afecta ru reputación moral. 
99. El jefe de la nación no debe ser responsable si-
no en casos muy graves de criminalidad, expresamen-
te definidos en la Constitución; pues debe ser un prin-
cipio constitucional, que el elegido del pueblo para 
cabeza de la nación es incapaz de querer el mal de la 
patria, y que sólo puede errar extraviado por malos 
consejos. Por lo mismo, no debe permitirse que ni en 
la tribuna, ni en la prensa, ni en documento público 
de ninguna especie, se hable de él sino con acata-
miento y respeto. 
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100. Se presupone que todo gobernante adopta un 
sistema de política basado en razones de justicia y de 
bien público: conviene, pues, que el jete de la na-
ción, terminado su período de mando, pase a ser 
miembro del Senado, para que influya en favor de la 
conservación de su política y esclarezca las cuestiones 
con las luces de su experiencia. 
VII 
GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 
101. Como el hombre tiende siempre a abusar de 
toda autoridad, es necesario arbitrar medios que lo es-
timulen o fuercen, cuando se le confía el poder, a 
mantenerse dentro de los límites de la justicia. Las 
disposiciones constitucionales, que tienen por obje-
to hacer efectivos el régimen de la constitución y los 
derechos individuales, se llaman garantías. 
102. Son garantías contra los abusos del Poder Le-
gislativo: 1^ Su división en dos cuerpos; 2° El ma-
yor o menor nvimero de condiciones que la constitu-
ción exija en los ciudadanos, según las circunstancias 
del país, para ejercer las funciones de electores; 3"? Las 
condiciones que exija en los que puedan ser elegidos; 
4^ Todas las medidas que se lomen para evitar en los 
debates, la precipitación y el predominio de las pa-
siones; 5^ Lo numeroso del personal de los cuerpos le-
gislativos y, especialmente, del llamado a representar 
el elemento democrático; 6? La intervención que se 
da al Poder Ejecutivo en la formación de las leyes; 
7° La facultad que se concede al mismo, de retener la 
sanción de las leyes, hasta que los electores, haciendo 
nuevas elecicones, declaren cuál es la voluntad de la 
nación, y 8^ La corta duración de los diputados en su 
destino, a fin de que los electores reemplacen con 
otros a los que no hayan correspondido a sus esperan-
zas. 
103. Es garantía contra los abusos del Poder Ejecu-
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tivo: en las monarquías, la independencia en que se 
halla colocado el rey de todos los partidos políticos 
y la mancomunidad de su interés y el de su familia 
con el interés de la nación; y en las repúblicas, las con-
diciones impuestas a los electores y a los elegibles, pa-
ra que la primera magistratura recaiga siempre en 
hombres de gran prestigio por sus virtudes, inteli-
gencia y servicios a la patria; y, fuera de esto, lo más 
o menos corto del período presidencial, según el ca-
rácter del pueblo y las circunstancias de la nación. 
Bajo una como otra forma de gobierno representati-
vo, son también garantías contra los abusos de que 
tratamos, el deber impuesto al jefe de la nación, de 
dictar todas sus providencias, bajo la firma de un mi-
nistro responsable; el no poder recaudar impuestos, 
ni disponer de fondos nacionales, ni organizar fuerza 
pública, sino con autorización que para ello le con-
cedan las cámaras, en períodos cortos, en las leyes de 
presupuesto y pie de fuerza y en fin, la responsabili-
dad de los ministros ante el Poder Legislativo por to-
do error, o falta política o administrativa. 
104. Son garantías contra los abusos del Poder Ju-
dicial: lí" Todas las condiciones que aseguren su in-
dependencia, su imparcialidad v su ciencia; 2? La 
intervención del Poder Ejecutivo en los negocios ju-
diciales por medio del Ministerio Público, para exi-
gir de los jueces el puntual cumplimiento de las le-
yes y para hacer ante éstos la defensa de los intere-
ses nacionales; 3"? La responsabilidad efectiva de los 
jueces ante sus respectivos superiores, y la facultad 
concedida a las cámaras de acusar a los jueces trans-
gresores de la ley, suspenderlos, y entregarlos al tri-
bunal que deba juzgarlos. 
105. Es sin duda una garantía contra los abusos de 
la mayoría, a quien de hecho corresponde el gobier-
no, el reconocimiento expreso que haga la constitu-
ción de los derechos individuales, y el deber que és-
ta misma imponga a todos los funcionarios públicos 
de obedecerla a ella con preferencia a toda otra lev; 
pero así como no se asegura el maderamen de un edi-
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ficio con clavos y ataduras, si no se combinan en él 
las fuerzas de tal manera, que se equilibren bajo la 
acción de la pesantez; así tampoco se aseguran los de-
rechos con el simple precepto de respetarlos, si no se 
combinan los elementos sociales y políticos del modo 
conveniente a ese fin, bajo la acción de la justicia. La 
primera y más poderosa garantía contra el abuso de 
la mayoría, se halla en la moralidad de la nación, en 
su general obediencia a esa ley de justicia, y en la 
costumbre que haya adquirido de respetarla. Sin em-
bargo, como es posible que las pasiones predominen 
algunas veces, es preciso organizar la,minoría en po-
der inspector y censor de la mayoría; pues, esta fun-
ción le corresponde por la naturaleza misma de las 
cosas. 
106. Bajo un régimen eleccionario fundado en jus-
ticia, el resultado de las votaciones da a conocer pre-
cisamente la proporción en que se hallan la mayoría 
con la minoría, y qué individuos son los que merecen 
la confianza de la última. Estos individuos son los lla-
mados a ejercer la supervigilancia y censura en nom-
bre de la minoría, cuya opinión debe ser oída, y su 
acción protectora de la libertad ejercida sobre todos 
los poderes. 
107. Ha de escuchar su voz cl Poder Electoral al 
tiempo de calificar a los ciudadanos; no expidiendo 
título de elector a ninguno de éstos, sin audiencia del 
representantes de la minoría: en el acto de las vota-
ciones, haciendo que concurran a él algunos testigos 
o jurados de la minoría; y en los escrutinios, dispo-
niendo también que el iuez encargado de verificar-
los, obre bajo la inspección de ciudadanos de la mi-
noría y de la mayoría. 
108. En el Poder Legislativo, se ha de sentir la in-
fluencia de la minoría, procurando que en ninguna 
de las dos cámaras quede excluida de representacióri, 
V dando voz en ellas al candidato presidencial venci-
do en las últimas elecciones, que es, probablemente, 
el que mejor representará las op'nioncs de la porción 
de ciudadanos excluidos del poder efectivo. 
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109. Salvo casos excepcionales, el mismo candidato 
vencido, como representante de la minoría, debería 
concurrir a los consejos del Poder Ejecutivo para ilus-
trarle. 
110. La minoría, o mejor dicho, sus agentes, deben 
de estar autorizados para pedir amparo y protección 
ante los jueces contra todo ataque a las garantías in-
dividuales. 
111. La opinión pública, es el último el más pode-
roso y autorizado de los tribunales en los gobiernos 
representativos; pero puede, como todos, ser extravia-
da por las pasiones. La minoría tiene, sin duda, dere-
cho de hacerse oír ante ella; mas, en su irritación pue-
de engañarla, empezando por alucinarse a sí misma. 
Por esto convendría que estuviese a cargo del pri-
mer representante de la minoría, la redacción de un 
periódico de censura, en que debiera publicar los do-
cumentos oficiales que acreditaran la violación de las 
leyes, y la relación sencilla de todo acto atentatorio 
de la autoridad: pero con prohibición expresa de ha-
cer comentarios y calificar las intenciones. 
112. Mas, también el censor jrodría abusar, y se ne-
cesitan garantías contra él. Toda publicación calum-
niosa, falsa o inexacta, hecha en el periódico de cen-
sura, debería constituir a su redactor responsable de 
una multa impuesta sumariamente por el tribunal su-
premo, a pedimento comprobado del Ministerio pú-
blico. 
113. Dondequiera que las instituciones dejen fran-
co un camino siquiera a la minoría para obrar sobre 
la opinión, toda rebelión armada es una aspiración 
a la tiranía que debe castigarse con severidad. 
VIII 
RÉGIMEN MUNICIPAL Y SOCIAL 
114. El régimen municipal no constituye un poder 
propiamente dicho; él se organiza en pequeño, con-
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forme a los mismos principios que presiden a la or-
ganización constitucional. 
115. La topografía del país, la comunidad o diver-
sidad de lengua, religión, historia y costumbres; las 
varias necesidades industriales y mercantiles con mil 
otras circunstancias, contribuyen a que las diferentes 
secciones de un mismo cuerpo político tengan distin-
tas fisonomías y caracteres: de aquí para el legisla-
dor la necesidad de variar las formas con que debe 
ajjlicar los principios, para acomodar las institucio-
nes políticas a la manera de ser de los pueblos que 
organiza. 
116. Naciones, en cuyos cantones o provincias se 
profesa la misma religión, se habla la m'sma lengua 
y se han practicado idénticas instituciones políticas y 
civiles, están llamadas por la naturaleza de las cosas 
a tener un sólo gobierno (salvo el caso de que su te-
rritorio sea demasiadamente extenso) y a obedecer, 
además, una misma legislación civil, militar y penal. 
Las pequeñas diferencias que se advierten en sus ne-
cesidades por accidentes topográficos, industriales y 
mercantiles, pueden ser atendidas, dejando a cada sec-
ción facultades jjara arreglarlas a su modo: esto se lla-
ma libertad municipal. 
117. No todas las secciones de una nadón pueden 
gozar de igual suma de libertad municipal: ésta de-
be ser jjrojjorcional al grado de civilización. Pueblos 
atrasados, que habiten en escaso número territorios 
extensos y que hayan decaído hasta la vida salvaje, 
deben ser sometidos de preferencia, a un régimen teo-
crático: a los sacerdotes o misioneros, toca ejercer en 
ellos el principal poder, y las autoridades políticas y 
civiles reducirse a darles protección y a impedir los 
abusos que pudieran cometer. 
118. Aquellas secciones que han alcanzado mayor 
grado de cultura, pero que no pueden contarse toda-
vía entre las civilizadas, deben sentir más la acción 
de la autoridad política, y ésta ha de obrar según re-
glas dictadas de antemano, en el sentido de preparar 
a dichos pueblos para el más completo goce de los 
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derechos civiles y para un uso más amplio de la 
libertad municipal. A proporción que el pueblo que 
habita las diferentes secciones adelante en cultura 
moral, intelectual y civil, debe ir tomando mayor su-
ma de poder en el manejo de sus intereses especiales. 
Por esto, puede sentarse como regla, que se debe go-
bernar tanto más cuanto menos bien formados y de-
terminados se hallen los intereses sociales y materia-
les del pueblo. 
119. Cuando en el mismo territorio habiten entre-
mezcladas razas diversas por creencias, lenguas, ins-
tituciones antiguas y costumbres, el régimen tiene que 
complicarse; pues, además de los fueros municipales, 
cada clase o raza demanda una legislación esjDecial y 
garantías que le sean propias, acomodadas a su ma-
nera de ser, si no se prefiere la tiranía de una sobre 
todas las demás. 
120. El legislador, en pueblos formados de diferen-
tes razas divididas por creencias, lenguas, necesidades 
industriales consiguientes a los climas, etc., debe arbi-
trar en sus instituciones y leyes, medios indirectos de 
irlas asimilando y ligando por intereses comunes a 
fin de llegar a la unidad con mayor rapidez, que por 
el solo curso ordinario de los acontecimientos. Es un 
error pretender el remediar esto, ampliando las liber-
tades municipales y descentralizando el poder polí-
tico; pues, si en todas las secciones están los intere-
ses entremezclados y en colisión, el gobierno particu-
lar de cada una de ellas, tropezará con las mismas 
dificultades que el general, y tendrá menos poder pa-
ra vencerlas. 
121. En sociedades nuevas en que no hay costum-
bres políticas, mercantiles ni industriales, ni grandes 
intereses de otro orden desarrollados que la imjiulsen 
Y dominen; no se puede adoptar el principio de go-
bernar poco: por el contrario, es necesario gobernar 
mucho, hasta que se desarrollen intereses y se fomen-
ten hábitos. 
122. Por regla general, los intereses locales son me-
jor administrados por los respectivos vecinos que por 
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el gobierno; pero esa regla no puede aplicarse a to-
das las localidades de un modo absoluto: en las de po-
blación escasa, donde la ilustración no está bastante 
difundida para que haya sanción moral, ella crearía 
la tiranía de unos pocos, una verdadera oligarquía, 
azote de la moralidad y de la riqueza. Las facultades 
municipales deben ensancharse o restringirse, en pro-
porción al grado de cultura de los pueblos; en otros 
términos, el régimen municipal no puede ser siempre 
uniforme. 
123. En general, puede sentarse que las grandes po-
blaciones o ciudades deben ser los centros administra-
tivos, para que, bajo el amparo de sus alas, se abri-
guen, crezcan y progresen los pueblos y las aldeas; 
sin embargo, la división territorial no puede ser si-
métrica dondequiera que haya territorios extensos sin 
ciudades, o cuyas aldeas y caseríos, se hallen distri-
buidos de diferentes maneras y en condiciones varia-
das. 
124. La experiencia demuestra, que en nuestra ra-
za las asambleas deliberantes hacen poco como jun-
tas administrativas, y que se obtienen mejores resul-
tados cuando el honor o responsabilidad moral de lo 
que se hace en cada ramo de la administración mu-
nicipal, recaen sobre un solo individuo. Conviene, 
por tanto, organizar esta parte del gobierno de tal 
manera, que, aunque haya corporaciones que estatu-
yen lo conveniente, no ahoguen éstas las aspiraciones 
del individuo a buscar su gloria haciendo el bien de 
la localidad, ni sirvan de embarazo a la autoridad 
ejecutiva seccional, que quiera hacerlo por su parte. 
125. Es pernicioso a la ríqueza pública, a la paz 
interior y al bienestar de los vecinos, conceder facul-
tades amplias a los funcionarios municipales para es-
tablecer contribuciones, especialmente en pueblos en 
que todas las industrias son incipientes. 
126. La apropiación de los terrenos baldíos, la di-
visión de los predios comunes, la mejor distribución 
de la propiedad territorial, y, para dedrlo de una vez, 
la industria agrícola, debe ser protegida de preferen-
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cia en naciones nuevas y, sobre todo, en pueblos re-
publicanos, a fin de contar con ciudadanos que, por 
tener asegurada su subsistencia, sean independientes, 
y por estar adheridos al suelo de la patria, tengan in-
terés en su bienestar y gloria. Pero la propiedad te-
rritorial no da independencia, cuando por cualquiera 
causa le falte seguridad, y el propietario tenga que 
proporcionársela congraciándose con un hombre o con 
un partido. Entonces, por el contrario, la propiedad 
se convierte en un elemento de degradación y la so-
ciedad sufre las consecuencias. 
127. Bajo el sistema republicano, es más necesario 
que bajo cualquiera otro gobiemo, organizar bien la 
sociedad doméstica, rodear de respeto y consideracio-
nes la autoridad paterna y crear una noble emula-
ción de virtud y de amor patrio entre las diversas 
familias. Por esta razón, las cuestiones de familia no 
deberían de salir del recinto doméstico a los tribu-
nales y juzgados, sino cuando la autoridad de los con-
sejos de familia no alcanzara a decidirlas: la creación 
de esta especie de consejos, es una institución morali-
zadora. 
128. Igualmente contribuiría a moralizar la socie-
dad, el restablecimiento en las ciudades de consejos 
de ancianos probos a quienes se ocurriera, en los ca-
sos difíciles, para que arreglasen las diferencias, pre-
viniesen los escándalos y formasen, en cierto modo, 
con sus resoluciones la sanción moral. 
129. El registro civil en pueblos católicos está me-
jor servido por el clero que por autoridades del or-
den administrativo o judicial. 
130. La variedad de razas en una sociedad, es un 
peligro permanente de antagonismos y discordias. Es 
preciso tratarlas bajo el pie de perfecta igualdad y ha-
cer que esta igualdad sea efectiva, ora promoviendo 
la educación, instrucción y mejora de las más atra-
sadas; ora fomentando por medios indirectos la tras-
lación de la raza que superabunde en unas comarcas 
del país a aquellas en que sea más escasa para refun-
dirlas; y ora, en fin, procurando, por medios suaves, 
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que se establezcan entre las diversas razas vínculos de 
sangre y de interés. 
131. Las naciones que abracen en su seno territo-
rios poblados por salvajes, tienen deber especial de 
proteger la educación del clero para el establecimien-
to de misiones, las cuales, además de ser una necesi-




132. Naciones o pueblos de diverso origen habitua-
dos a diferentes instituciones, leyes civiles y creen-
cias religiosas, que sienten necesidad de unirse ya 
para una empresa determinada de cualquier carác-
ter, ya para haceise respetables en el exterior, ya pa-
ra economizar gastos en su gobierno y administración 
o ya, en fin, para ocurrir permanentemente a su co-
mún defensa, constituyen una federación. 
133. En el sistema federativo cada'estado conserva 
el gobierno propio, que de antemano tenía, con sus 
costumbres políticas y hábitos administrativos, y si-
gue gozando de su antigua vida interior con indepen-
dencia de los demás; pero todos, de común acuerdo, 
establecen las reglas a que deben someterse para cum-
plir aquel o aquellos objetos que han tenido en mira 
al formar la unión. 
134. El sistema federativo no es una forma de go-
bierno, sino un paso hacia la unidad nacional: por es-
to no puede someterse a principios teóricos y genera-
les. Su existencia no tiene más garantía que la volun-
tad de los que constituyen la unión: ésta será firme, 
si es premiosa y para todos sensible la necesidad que 
la dictó, pero débil e insubsistente, si la fuerza de esa 
necesidad no obra con eficacia sobre todos los miem-
bros de ella. 
135. La federación puede ser más o menos íntima. 
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y SUS grados de intimidad varían en una escala inde-
finida. Desde la tácita unión establecida entre todos 
los pueblos cristianos por los vínculos de la creencia, 
tradiciones históricas, tráfico mercantil y tratados pú-
blicos hasta el todo compacto que forman hoy los di-
versos reinos del imperio de Austria, de la Gran Bre-
taña y del imperio francés, caben todos los grados po-
sibles de intimidad. 
136. Pueblos que se unen por pactos positivos para 
uno o más objetos deierminEdos y transitorios, cons-
tituyen una alianza; y ésta se hace a perpetuidad 
para objetos de carácter permanente, es ya una liga. 
Estados que se unen para dirigir en común negocios 
de orden interíor o exterior, conservando, no obs-
tante, cada uno de ellos su personalidad ante las de-
más naciones, se llaman confederados; y en fin, los 
que juntan para algunos objetos de régimen interior 
y para todo lo relativo a su política exterior, renun-
ciando a dicha personalidad, se denominan federados 
y a su conjunto federación propiamente dicha. 
137. Las reglas que deben presidir a estas diferen-
tes uniones, se deducen de los intereses a que se ha-
ya querido atender al formarlas. No pueden darse en 
general según los principios de la ciencia, porque el 
sistema federativo es un encaminamiento al gobier-
no, un gobierno imperfecto; y sí la ciencia puede dar 
reglas de perfección, porque ésta tiene su tipo, no 
puede darlas de imperfección, porque la variedad es 
su carácter. 
138. A medida que el hombre adelanta, compren-
de y practica mejor la ley de sociabilidad y tiende a 
abarcar mayor porción de la humanidad en la esfera 
de sus afectos. A proporción qw^ una nación se per-
fecciona y progresa moral y políticamente, se extien-
de y avanza hacía la unidad; y del propio modo, por 
la razón contraria, los pueblos que decaen tienden a 
fraccionarse. La vida en tribus, es la manera de ser de 
los pueblos salvajes, y de ordinario, el feudalismo es 
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la transición de estado salvaje a la civilización o de 
ésta a aquél. 
139. La diversidad de doctrinas morales que se di-
funden en un pueblo; la oposición en ideas políticas 
que de aquí nace, y la desmoralización consiguiente 
del cuerpo social, produce entre todos sus miembros 
tendencia a separarse. La fuerza disolvente que pre-
domina, hace al fin a las secciones independientes 
unas de otras, y como éstas abrigan en su seno los mis-
mos gérmenes de disolución, se fraccionan también a 
su turno, y este fraccionamiento sucesivo, conduce al 
estado de tribus en que se nos presentan los pueblos 
decaídos. 
140. Las leyes morales como las físicas, no obran 
ex-abrujjto, sino por grados: así los pueblos que se 
desmoralizan, no van de repente a la independencia: 
entre los dos extremos, hay una época de transición, 
de feudalismo o gobierno de caudillos y gamonales, a 
que se ha dado también el nombre de federación. 
141. El legislador no debe chocar nunca con esta 
tendencia funesta, porque todo acto de fuerza para 
contenerla apresura la disolución agravando el males-
tar. En países tales, toda cuestión que se suscite con 
este motivo se resuelve en favor de la independencia, 
de la disolución. 
Estimular y fomentar causas poderosas, que neu-
tralicen el mal; uniformar a los pueblos en creencias, 
sostener la paz a todo trance, facilitar el comercio en-
tre las diferentes secciones, crear intereses que las li-
guen, estos y otros medios indirectos, son los únicos 
que la moral y la ciencia aconsejan. 
142. Al estado que en esa especie de federaciones as-
pire a colocarse en primera línea por su influencia 
moral u política, le conviene adoptar para con los de-
más de la Unión, una conducta, no sólo justa y mo-
derada, sino esmeradamente benévola, fraternal y ob-
sequiosa. 
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RELACIONES INTERNACIONALES 
143. En el estado presente de la civilización del 
mundo, a ninguna nación le es posible ni aún lícito el 
aislarse. Cada una en relación con todas necesita co-
nocer la política e intereses de las otras, para arre-
glar y dirigir los suyos propios. Es indispensable, 
pues, que se formen hombres para la diplomacia; que 
ésta sea una carrera, y que la nación envíe al exterior 
el suficiente número de ministros públicos y cónsu-
les que la mantengan al corriente de cuanto pueda 
interesar a su política, a su industria y a su comer-
cio. No tener agentes por ahorrar gastos, es econo-
mía mal entendida. 
144. En países que tienen ya intereses creados, la 
opinión formada por éstos, señala al gobernante la 
política exterior que conviene seguir; pero, en los paí-
ses nuevos, es preciso dirigirla en el sentido de crear 
y desarrollar los intereses morales y materiales más 
conducentes al bienestar y prosperidad de la nación. 
Las relaciones exteriores demandan, por tanto, un 
plan sistemado y perseverante de conducta. Nada más 
a propósito para esto, que un Consejo permanente 
(el cual pudiera ser de miembros del Senado) que, co-
nocedor de los antecedentes, consulte al Ejecutivo y 
encarrile la política internacional. 
145. Como los individuos se hacen a crédito por su 
inteligenda y virtudes cualesquiera que sean su ori-
gen y demás condiciones, así los pueblos se hacen res-
petables y grandes moralmente, por pequeño que sea 
su territorio y humildes sus principios, si practican 
siempre la justicia y hacen de la ley moral la regla 
invariable de su política exterior. 
146. La paz internacional necesaria a todo pueblo, 
lo es con mayor razón a naciones nuevas atrasadas, 
que todo lo tienen que esperar de sus buenas rela-
ciones con las más adelantadas, y de su agricultura y 
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de su industria, cuyo desarrollo y progreso exigen paz 
y facilidades comerciales. La neutralidad completa de-
be ser la ley de pueblos semejantes. En éstos,.más 
que en otros, es preciso repetir sin cesar que para en-
trar en una guerra no basta tener derecho, sino ade-
más, necesidad imprescindible de hacerla; y que el es-
tadista, más que otro alguno, debe tratar de tener 
siempre sometido el corazón a la cabeza. 
147. La necesidad de facilitar el comercio y darle 
seguridad, impone a cada una de las repúblicas de 
Améríca la obligación de hacer respetar a sus nacio-
nales en las naciones aledañas, y de no ahorrar sacri-
ficios que conduzcan a este fin ni aún el de la guerra 
misma, cuando otros medios sean ineficaces. 
148. La inseguridad que reina en el interior de las 
repúblicas americanas por consecuencia de la crisis 
social o política que atraviesan y la consiguiente lu-
cha encarnizada de sus partidos, hacen conveniente 
y aún necesario para ellas el principio de protección 
a los nacionales en el exterior, acejjtado hoy gene-
ralmente en el mundo. Las garantías que por fuerza 
concedan los partidos dominantes a los extranjeros 
residentes, se convertirán a la larga en garantías para 
los propios nacionales. 
149. Ninguna nación merece preferencia especial: 
justicia igual con todas, y tratar al extranjero como al 
hijo del país sin otorgarle por esto ingerencia direc-
ta en el régimen político, parece la regla más conve-
niente a nuestro bienestar y progreso. Si las relacio-
nes con las repúblicas de América española, deman-
dan a cada una de éstas atenc-'ón partiailar, no es 
porque pertenezcan al mismo continente ni por sus 
vínculos de fraternidad, pues los mismos las ligan a 
todas las naciones, sino por la circunstancia de hallar-
se todas ellas en situación análoga y trabajando en 
acomodarse a una misma clase de institudones. Es un 
error el fomentar antagonismo entre americanos y 
europeos. El proyecto de la liga o unión americana 
fomenta dicho antagonismo sin procurar a estas repú-
blicas ninguna ventaja real. 
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150. La analogía que existe respectivamente entre 
los partidos que mantienen divididas a estas repú-
blicas, la identidad del idioma que hablan, la incapa-
cidad en que se hallan sus gobiernos de guardar sus 
extensas fronteras para dar seguridad a sus vecinos, y 
mil otras circunstancias que les son especiales, modi-
fican en las relaciones internacionales de estos países 
la aplicación de los principios del derecho de gentes 
consue tudinar io. 
151. La inmigración extranjera, industriosa y mo-
ral, es desde luego conveniente a naciones nuevas; pe-
ro casi siempre pernicioso traerla por medios direc-
tos. La misión del gobierno no es poblar, sino hacer 
felices a los pueblos que le obedecen, rigiéndolos en 
justicia, y dándoles orden, paz, seguridad y libertad. 
El crecimiento de la población es consecuencia: el es-
pectáculo de una nación feliz atrae a los extranjeros 
industriosos mucho mejor que las jiromesas del go-
bierno y las empresas de colonización oficial. 
152. En materias de comercio exterior, la mejor 
regla es igualar al nacional con el extranjero y a to-
dos los extranjeros sin distinción. 
XI 
HACIENDA PUBLICA 
153. Es obligación de los ciudadanos contribuir pa-
ra los gastos del gobierno. Este no debe exigir más 
contribuciones que las que basten a ese objeto; pero 
tampoco debe exigir menos. Los empleos onerosos son 
una contribución desproporcionada y no menos per-
niciosa a la riqueza pública que al buen servicio de la 
nación. 
154. Las contribuciones deben repartirse entre to-
dos los ciudadanos sin exceptuar uno solo de los que 
puedan contribuir, sacando de cada cual, no una par-
te proporcionada a sus haberes o a sus rentas sino una 
parte proporcionada a sus posibles; pues se ha de te-
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ner en cuenta que el primero y más premioso de los 
deberes del hombre, como hombre, es atender a su 
propia conservación y a la de su familia. 
155. Las contribuciones indirectas sobre objetos de 
vicio y de lujo, son las que llenan mejor las buenas 
condiciones del impuesto; las directas son siempre 
vejatorias e injustas. 
156. En competencia entre impuestos iguales es pre-
ferible el que cause menos vejamen a las personas. 
Por lo mismo, salvo casos excepcionales, es mejor con-
servar los impuestos a que los pueblos se hallan acos-
tumbrados. Ésto es ventajoso, además, porque todo 
impuesto nuevo rompe el equilibrio industrial y pro-
duce oscilaciones, cuando no un trastorno más o me-
nos grave, en la riqueza pública. 
157. Para comenzar la recaudación de un impues-
to nuevo, la justicia y las conveniencias económicas 
demandan que se dé término suficiente, para que los 
ciudadanos y capitales que no quieran someterse a él, 
se retiren de la industria gravada. 
158. Es económico ligar en la recaudación de los 
impuestos a la acción de la autoridad el interés pri-
vado, e igualmente el interés del tesoro nacional con 
el del municipal. 
159. Es económico, y contribuve al crédito de la na-
ción, hacer que sus acreedores intervengan en la re-
caudación e inversión de las rentas públicas v espe-
cialmente de las destinadas al pago de sus créditos. 
160. El único medio de establecer el crédito públi-
co, es que la nación pague con puntualidad lo que de-
be: para ella como para el individuo, debe regir el 
principio de que el plazo cobra. 
161. La nación no tiene derecho a imponer ex post-
facto condiciones a sus acreedores: debe pagar confor-
me a sus contratas, v. a falta de éstas, de conformidad 
con las reglas del derecho común: es, pues, persona 
demandable. Tiene el deber de indemnizar todo da-
ño nue cause a la propiedad particiil.''r. fuera del ra-
so de contribución general o el de multa en calidad 
de pena o apremio. No tiene derecho de expropiar: 
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cada cual tiene facultad de disponer libremente de 
todo cuanto posea; la excepción que pueda admitir 
este principio no es de carácter político, viene de la 
ley natural; a saber: la obligación de proveer a la sub-
sistencia de nuestros hijos, padres y cónyuges, y la de 
sacrificar nuestros bienes en ciertas circunstancias, pa-
ra salvar la vida de nuestros semejantes. 
162. El respeto que se tenga al derecho de propie-
dad, es el termómetro del adelantamiento moral y 
político de los pueblos. El salvaje sólo es dueño de lo 
que tiene en su mano para su inmediato consumo, 
si otro más fuerte no se lo quita: el nómade recono-
ce y respeta la propiedad moviliaria: el bárbaro reco-
noce la propiedad moviliaria y la raíz, pero no ase-
gura ni hace respetar la una ni la otra: el pueblo ci-
vilizado las respeta ambas y las hace respetar; y, en 
fin, los que podemos llamar pueblos cultos, hacen 
que se respeten además el honor de las personas y to-
dos los derechos inmateriales que les corresponden 
como miembros de la sociedad. La esclavitud es la 
última expresión del irrespeto al derecho de propie-
dad; porque es la expropiación de la fuerza muscular 
c intelectual del hombre; esto es, la expropiación del 
hombre mismo. 
163. Es un deber de la nación proveer a los gastos 
del culto debido a la Divinidad y al mantenimiento 
de sus ministros; mas, como es de necesidad que la 
Iglesia sea independiente en su acción, sus rentas y 
la dotación del clero no han de salir nunca directa-
mente del tesoro ni por orden de la autoridad ejecu-
tiva, pues esto la pondría en dependencia real o apa-
rente. Sería la combinación menos expuesta a peli-
gros que todo recaudador de rentas públicas, en el 
acto de hacer la recaudación, pasara a los ecónomos 
de la Iglesia, como deducción necesaria, un tanto por 
ciento del impuesto cobrado. 
164. La hacienda pública está mejor servida cuan-
do sus empleados forman una carrera en que se as-
ciende por escala. 
165- El fisco no debe gozar de ningún privilegio 
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que no sea absolutamente necesario para la conser-
vación y buen orden de la hacienda pública; lo con-
trario es hacerle odioso y quitarle crédito a la nación. 
Se consigue mejor que el fisco sea bien defendido li-
gando con sus intereses los de los ministros encarga-
dos de defenderle. Más garantías tiene la nación cuan-
do los agentes del Ministerio público aseguren su bue-
na conducta con una fianza, que cuando se atribuyen 
privilegios inicuos. Bien lejos de convenir el sosteni-
miento de tales privilegios, conviene sentar por prin-
cipio que, en igualdad de circunstancias, debe prefe-
rir siempre el derecho del particular al del fisco. 
XII 
EJERCITO PERMANENTE 
166. Ningún gobierno puede subsistir sin la fuer-
za física suficiente para hacer efectivas sus j^roviden-
cias y los fallos judiciales, cuando haya resistencia. 
Sin esto, no puede haber paz, orden legal, ni garan-
tías de ninguna especie. Es indispensable que exista 
un ejército organizado y las bases precisas para ele-
varlo, en caso de guerra interior o exterior. 
167. La milicia es una profesión necesaria; pero no 
llena su objeto cuando el militar carece de la instruc-
ción que exige su arte, del amor de ciudadano por la 
patria y sus instituciones, y del íntimo convencimien-
to de ser esclavo y defensor de la ley: así, los cole-
gios y academias militares son instituciones necesa-
rias para que el ejército llene su misión. 
168. El valor merece, sin duda, recompensas; pero 
los grados militares no deben darse sólo al valor, si-
no al valor unido con la inteligencia y la honradez. Se-
ría conveniente, por lo mismo, que los ascensos se 
dieran por dos escalas diversas: escala de mando y es-
cala administrativa. 
169. No es entre el fragor de los combates como 
pueden discernirse bien las recompensas militares, si-
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no durante la paz, previa justa calificación de los ser-
vicios prestados en la guerra. Jamás los altos grados 
de la milicia se deben otorgar sino a militares que 
reúnan condiciones determinadas, que garanticen su 
moralidad de costumbres, su amor a la patria, su in-
teligencia e instrucción y su constante lealtad. Si es-
to es conveniente en todo pueblo, lo es, con mayor ra-
zón, en naciones a quienes arrastra el prestigio mili-
tar. Sólo el Senado o cuerpo conservador debería 
otorgar los altos grados del ejército, previas las com-
probaciones legales. Pues nos han de gobernar los 
generales, sean los generales dignos de gobernarnos. 
170. El establecimiento de los ejércitos permanen-
tes, fue uno de los primeros pasos que dieron las na-
ciones europeas para salir del feudalismo y consolidar 
sus gobiernos. La guardia nacional, como se ha es-
tablecido en la América española, impone una contri-
bución sumamente desproporcionada; es antieconó-
mica y desmoralizadora; hace desastrosas y crueles las 
contiendas civiles; no llena nunca bien el objeto a que 
está destinada la fuerza pública, y conduce a la crea-
ción de un feudalismo de peor carácter que el de la 
Edad Media. Destinar a los ciudadanos al servicio mi-
litar permanente, es retrogradar en el camino de la 
civilización. 
171. En circunstancias extraordinarias, exceptuados 
los ministros del altar, todos los ciudadanos capaces 
de llevar las armas, tienen el deber de ser soldados 
de la patria; pero la ley debe prevenir los excesos a 
que pudiera conducirlos el entusiasmo, sometiéndolos 
a rigurosa disciplina militar, bajo la dirección de je-
fes y oficiales inteligentes y expertos. 
172. El reclutamiento forzado, como todo ataque 
a la libertad personal, da en todo pueblo culto dere-
cho a los individuos que sean su víctima, de recurrir 
a los jueces y tribunales, y la ley debe imponer a és-
tos el deber de hacer cesar el delito y juzgar al delin-
cuente. 
173. El ejército debe formarse, de preferencia, de 
los individuos que carecen de profesión, que son, por 
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lo tanto, una carga para la sociedad, y de los que 
voluntariamente se comprometan a servir en él. En 
último caso, se debe ocurrir a la conscripción hecha a 
la suerte, dejando al conscripto derecho a rescatarse 
por una suma de dinero. 
174. La marina de guerra es una consecuencia de 
la mercante, y como los moradores de comarcas, na-
turalmente ricas, no se dan al comercio sino cuando 
los frutos de la tierra no bastan ya a su subsistencia, 
los pueblos agricultores y mineros no están llamados 
a ser próximamente potencias marítimas. 
XIII 
EDUCACIÓN E INSTRUCCIÓN 
175. Todas las naciones, y con particularidad aque-
llas que han hecho un cambio fundamental en su 
constitución política, deben dar a los pueblos una 
educación uniforme sobre un plan sistemado y cons-
tante, hasta imprimirles el sello de las nuevas cons-
tituciones. La educadón no puede tener otra base que 
ia moral religiosa, que lo es también del orden sodal. 
176. La instrucción, especialmente en los conoci-
mientos primordiales de la vida civilizada, debe ser 
también de cargo de la nación, y conviene extenderla 
cuanto sea posible, tanto porque es un medio im-
j)ortante de educación, como ¡jorque interesa aumen-
tar el número de inteligencias ilustradas, capaces de 
contribuir con sus ideas al buen r a i m e n de la socie-
dad. Pero la instrucción debe ir siempre acompaña-
da de la educación, porque aquélla sin ésta, es de 
ordinario perniciosa, mientras que la educación, por 
sí sola, suple en mucho a la instrucción, 
177. No debe, pues, confundirse la educación con 
la instrucción, como suele hacerse, con riesgo de incu-
rrir en deducciones sofísticas. La primera se dirige de 
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preferencia al corazón, y la segunda a la inteligencia. 
£1 que instruye puede formar sabios, mas el que edu-
ca fonna hombres de bien: se puede instruir sin edu-
car, y hasta pervirtiendo; y si el que educa no siem-
pre instruye, sienta por lo menos, las bases de una 
instrucción sólida. 
178. Es imposible instruir a una nación entera; por-
que hay muchas inteligencias incapaces de recibir ins-
trucción: la mayoría de ellas alcanza, apenas, a los co-
nocimientos primordiales de leer, escribir, y prime-
ras operaciones del cálculo: pero es posible y aún fá-
cil educarla; es decir, penetrarla de buenos sentimien-
tos, formar sus costumbres y regularizar lo que se lla-
ma su sentido común; porque todo corazón es edu-
cable, y toda alma comprende el bien y el mal moral. 
179. La instrucción primaria, y más que todo, la 
educación, son objetos tan importantes, que no deben 
sacrificarse nunca a la economía. Los gobiemos que 
gastan millones en sostener ejércitos, en dar a los pue-
blos hábitos de cuartel, y en pagar una larga lista de 
pensiones militares y excusan el gasto de algunos mi-
les en dar a la juventud y a los pueblos educación, 
ya en las escuelas o ya por medio del sacerdote, no 
comprenden la grandeza de su misión. Si la fuerza pú-
blica reprime y castiga los delitos, suele también ser, 
en pueblos mal educados, instrumento de iniquidad 
y tiranía; mas la educadón, que previene y evita to-
da violación de la ley, nunca produce el mal ni lo 
fomenta. 
180. La nadón tiene también el deber de fomentar 
la enseñanza y j^rogreso de las ciencias y las artes, por-
que trabajar en su perfeccionamiento es una ley del 
hombre; pero no ha de olvidar que esas enseñanzas 
no deben perjudicar a la moral y buenas costumbres; 
lo cual contrariaría las leyes de religiosidad y socia-
bilidad. 
181. Es consecuencia lógica del principio democrá-
tico y de la necesidad de adoptar una creencia reli-
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giosa, como base de la legislación, prohibir que se 
den a costa del Tesoro enseñanzas que no se confor-
men con los dogmas y doctrinas de la religión nacio-
nal. Esto no impide que, donde haya religiones tole-
radas, tengan éstas enseñanzas conformes a sus creen-
cias. ' . . . . 
